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nismo y jurisdicción contencioso-administrativa: A) Acción pública en materia de urbanis
rao. B) Ley del Suelo y competencia de los órganos jurisdiccionales. 3. Planes de ordenador
urbana. Incompetencia municipal para aprobarlos. 4. Polígonos: A) Expropiación de ui
polígono. Cabe sin previo plan parcial. B) Delimitación. C) Concepto de solar. Interpreta
<úón restrictiva. 5. Urbanismo y Turismo. Derogación de competencias locales para otorga;
licencias de obras. 6. Licencias de obras- Derogación de la competencia local en obras di
finalidad turística. 7. Inmuebles de edificación forzosa. Edificios inadecuados. 8. Declara
ción de ruina. Unidad predial.—XVII. TURISMO: 1. Derogación de la competencia local ei
materia de licencia de obras. 2. Clasificación de establecimientos turísticos. Interés par¡
recurrir.—XVIII. ACUAS: Perjuicios derivados de obras en un pantano. Competencia civil.—
XIV. VIVIENDAS: De renta limitada: A) Uso. Limitaciones. B) Potestad sancionadora (;
calificación definitiva).—XX. POTESTAD SANCIONADORA: 1. Viviendas de renta limitada
2. Principio «in dubio pro reo». 3. Independencia de la jurisdicción penal y de la potcstai
sancionadora.—XXI. PRESCRIPCIÓN: De deudas. Se interrumpe por actuaciones administra
tivas, aun cuando se anulen por defectos de procedimiento.—XXII. RKCIMKN LOCAL.—
XXIII. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: 1. Iniciación. De oficio. 2. Audiencia. En alzada
3. Motivación: A) Concepto amplio. B) Del justiprecio. Necesidad. 4. Notificación: A) In
suficiente. B) Errónea: a) No puede perjudicar al notificado, b) Admisibilidad del recursi
por economía procesal. 5. Los defectos de procedimiento y su relevación de oficio por L
jurisdicción: A) El examen de oficio de los vicios de nulidad. B) Limitación a los acto
objeto de recurso.—XXIV. RECURSOS ADMINISTRATIVOS: 1. Ordinarios: A) De alzada. E
trámite de audiencia. B) De reposición. 2. Extraordinarios y especiales. El de revisión ei
materia de propiedad industrial.—XXV. RECUKSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: 1. Natura
leza, extensión y límites: A) Actos de la Administración sujetos al Derecho administrativo
a) Ejecución de sentencias penales en su aspecto penitenciario, b) Cuestiones referentes .
contratos que tengan por finalidad obras y servicios públicos, c) Cuestiones referentes .
responsabilidad patrimonial de la Administración, d) Cuestiones de deslindes administra
tivos. B) Cuestiones atribuidas a otras jurisdicciones: a) A la jurisdicción ordinaria civi
b) A la jurisdicción laboral. 2. Órganos de la jurisdicción. Su competencia no se altera ei
la Ley del Suelo. 3. Las partes. Legitimación: A) Acción pública. En materia de urbanisme
B) Interés directo. C) Representación corporativa. 4. Actos impugnables y no impugnables
A) Acto no definitivo. El subordinado a un informe. B) Acto presunto por silencio admi
nistralivo. C) Disposiciones administrativas. D) Actos consentidos: a) No lo es un amojon:
miento muy alejado en el tiempo del des'.inde que lo provocaba, b) No lo es por aquietars
algunos interesados, si lo impugnan otros. E) Excluidos por la LJ. Interpretación restrictivz
F) Acto inexistente. 5. Pretensiones de las partes y congruencia del fallo: A) Concepto d
incongruencia. B) Imposibilidad de referirse a actos que no fueron objeto de recursc
C) Limitaciones impuestas por el carácter revisor de la jurisdicción. 6. Ampliación dt
recurso. Principio «favor actionis». 7. Diligencias preliminares. El recurso de reposición
A) Concepto amplio. B) Subsanación: a) Interpretación amplia, b) Interpretación restrictiv;
8. Demanda: A) Posibilidad de ampliar en ella el recurso. B) Defecto legal en el modo d
proponerla. Principio «favor actionis». 9. Documentos: su presentación. Principio ofavo
actionis». 10. Sentencia: A) Congruencia. B) Facultades de oficio de carácter revisor
a) Defectos de competencia, b) Defectos de procedimiento. C) Semencia contradictor:;
11. Recursos. Improrrogabilidad de plazos. Excepción en el extraordinario del art. 102, b
12. Improrrogabilidad de plazos.—XXVI. RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN1. Inexii
tencia.
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1. FUENTES DEL DERECHO.

1. Disposiciones reglamentarias.

A) Elaboración.

Para dictar Reglamentos es necesario el dictamen del Consejo de Estado.
Para anularlos, en vía de recurso administrativo, no.

«Como quiera que el recurso en cuestión que autoriza el artículo 120
<]e la referida Ley aparece previsto contra las disposiciones de carácter
general, como era la Orden de 31 de octubre de 1953, no existe precepto
alguno que pueda impedir que el Ministerio de Hacienda lo estimara, y
en razón de ello revocara y anulara la Orden impugnada, que es cosa com-
pletamente distinta del supuesto en que la Administración, sin ningún re-
querimiento, dictara la Orden ministerial que se impugna, y por ello, y
por tratarse de la resolución de un recurso administrativo, carece de apli-
cación la preceptiva que impone el previo dictamen del Consejo de Es-
tado, prevista para supuesto distinto» (Sentencia de 25 de abril de 1966,
Sala 3.»).

B) Impugnación.

a) Es impugnable el Decreto que fija los coeficientes para el cálculo
de retribuciones a los distintos Cuerpos de funcionarios.

No está excluido de fiscalización ni es acto político.
«El acto impugnado es un Decreto del Ministerio de Hacienda, es decir,

una disposición de categoría inferior a la Ley, que tampoco reviste, según
queda dicho, el carácter de Decreto-Ley ni es un Decreto legislativo cuyo
valor de Ley procede de una delegación expresamente concedida por una
Ley formal, como ocurre con los textos articulados que desarrollan una
Ley de basas o que contienen una refundición legislativa, ni es resultancia
de una autorización para dictar una nueva normativa sin atenerse necesa-
riamente a bases legales, sino que es clara consecuencia y desarrollo de la
ordenación establecida y a partir de la Ley de bases de los funcionarios de
la Administración Civil del Estado de 20 de julio de 1963, y de su texto
articulado del 7 de febrero de 1964, que atribuyeron a la Ley el estableci-
miento del cuadro de coeficientes multiplicadores del sueldo base de los
funcionarios, y al Consejo de Ministros la competencia para acordar los que
hubieren de originarse a cada Cuerpo, a propuesta del Ministerio de Ha-
cienda, según previene el artículo 14, apartado E), del citado texto e in-
forme de la Comisión Superior del Personal con arreglo al artículo 18, A),
del mismo texlo, por lo que es de las disposiciones que pueden ser im-
pugnadas ante esta jurisdicción conforme previene el artículo 1.° de su
Ley» (Sentencia de 30 de marzo de 1966, Sala 5.a).

«No es por su contenido ue naturaleza política, sino administrativa,
como es el del cumplimiento de los preceptos legales referentes a aspectos
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determinados de la retribución de los funcionarios de la Administración
Civil del Estado» (Sentencia de 30 de marzo de 1966, Sala 5.").

b) Legitimación necesaria.

a') Insuficiencia de legitimación individual.

No aplicable directamente.
«La instrucción objeto del recurso no le ha sido aplicada mediante

acío concreto alguno, puesto que no existen en las actuaciones datos que
otra cosa demuestren, como tampoco se trata de una disposición que el
citado recurrente hubiera de cumplir sin necesidad de esos actos de apli-
cación, ya que ésta había de tener lugar al formalizarse los oportunos pa-
gos de sus haberes u honorarios por la Corporación a la que presta sus ser-
vicios, todo lo cual demuestra la falta de legitimación del recurrente»
(Sentencia de 30 de marzo de 1966, Sala 5.aJ.

b') Legitimación corporativa.

a") Falta de legitimación por no representar intereses generales.

a"') Disposición que afecta sólo a los miembros de un Colegio que
sean funcionarios públicos.

«En lo relativo al otro recurrente, Consejo Superior de Colegios de
Arquitecíos de España, también es de apreciar la inadmisibilidad del re-
curso que al amparo del mismo precepto alega el Abogado del Estado,
puesto que las entidades legitimadas, a tenor del expresado articulo 28 de
la Ley, no pueden ser sino las que ostentaran la representación o defensa
de intereses de "carácter general o corporativo", y éstas sólo en cuanto se
relacionan con los fines quj les están atribuidos, y fácilmente se advierte que
el mentado Consejo no llena la exigencia de la norma indicada, por cuanto
suprimida por la propia Administración, al resolver los recursos de repo-
sición, la norma 87 de la instrucción debatida, relativa a los honorarios
de los que no sean funcionarios de la Corporación, sólo se impugna me-
diante el recurso jurisdiccional las normas afectantes, en su calidad de fun-
cionarios de Administración local a un sector de técnicos encuadrados en
los citados Colegios y no a los intereses de carácter general o corporativo
de iodos los que en aquélla se integran» (Sentencia efe 30 de marzo de 1966,
Sala 5.a; .

b" ' ) Falta de legitimación por el ámbito de la representación, limitada
al provincial.

«Los que demandan declaran expresamente que lo hacen en nombre y
representación de dos Entidades, como Presidentes respectivos de las mis-
mas : el Sindicato Provincial de Actividades Diversas de Barcelona y el
Grupo Social de Porteros de Fincas Urbanas de Barcelona, Entidades que
son las verdaderas y efectivas demandantes, y por oíra parte, es obvio que
dichas Entidades demandantes no ostentan en modo alguno la represen-
tación o defensa de todos los intereses de carácter tan general como se re-
fieren a todo el ámbito nacional, a los cuales abarca la Orden ministerial
recurrida)) (Sentencia de 21 de diciembre de 1965, Sala 4.').
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b") Legitimación suficiente.
Legitimación de los Sindicatos para impugnar disposiciones.
«Dada la regulación reglamentaria del Sindicato, su carácter de Cor-

poración de derecho público y su plena personalidad jurídica para "re-
presentación y disciplina de los sectores directamente interesados en el
proceso económico de los productos que entren en su esfera de acción",
como expresamente se consigna, no cabe negar aquella legitimación» (Sen-
tencia de 25 de abril de. 1966, Sala 3.").

C) Impugnación en vía administrativa.

Su posibilidad.
El dictamen del Consejo de Estado es necesario para dictar Reglamen-

tos, pero no para anularlos en vía de recurso.
Vid. I, 1.

2. Principios.

«Venire contra factum proprium non valet».

A) Limitada aplicación en el Derecho administrativo de la doctrina
de los actos propios:

«La imprecisa doctrina del respeto a los actos propios, enunciada en
el aforismo romano venire contra factum proprium non valet, si bien opera
en el campo del derecho privado, tiene limitadísima oportunidad de in-
vocación dentro del derecho público, singularmente del procesal adminis-
trativo, ya que siempre el procedimiento, materia de orden público, no
sólo garantiza los particulares intsreses de los administrados, sino también
el acierto en el obrar de la Administración, las normas rituarias se impo-
nen imperativamente y su infracción comprobada determina la nulidad de
las actuaciones del expediente y del acto en que culminó, ya ss denuncie
por la parte o se releve de oficio por el Tribunal de la jurisdicción revi-
sora, y siendo ello así, no cabe estimar que al órgano administrativo quede
vinculado por su propia decisión cuando la misma es contraria al oj«dena-
miento procesal, admitiendo y resolviendo de modo expreso un reonrso
y reposición presentado fusra de plazo» (Sentencia de 18 de marzo de 1966,
Sala 4.*).

«No se trata ahora de que el Abogado del Estado niegue una persona-
lidad, o condición o situación en un cargo o representación, que la Admi-
nistración había ya reconocido en vía gubernativa; lo que la Abogacía del
Estado aduce es que esa representación, que no desconoce ni niega, no
basta por su área reducida en relación con el ámbito de generalidad de la
Orden ministerial, para justificar la legitimación activa procesal en este
recurso contencioso-administrativo» (Sentencia de 21 de diciembre de 1965,
Sala 4.").
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B) Su aplicación al particular recurrente.

Vid. IV.

II. ACTO ADMINISTRATIVO.

1. Acto administrativo y acto político.

Vid. I, 2, B), a).

2. Acto presunto por silencio administrativo.

A) Carácter de la presunción.
Garantía, y no carga, para el interesado.
«Sobre todo a partir de la reforma de la Ley de Procedimiento de 1963

—2 de diciembre—, en que se intercaló un párrafo nuevo a lo dispuesto en
el artículo 93, no cabe ya la más ligera duda de que la institución "silencio
administrativo" se conciba como una presunción, a utilizar por el admi-
nistrado en sentido de que puede optar entre interponer el recurso o espe-
rar a la obligada resolución de la Administración, y en este segundo caso
se abre el período o plazo ordinario para recurrir, porque si no lo que
se quiso configurar como garantía resultaría una carga en sentido de que
se podría excepcionar una caducidad contraria a la letra y al espíritu de
la Ley» (Sentencia de 2 de abril de 1966, Sala 3.*).

B) Posibilidad de resolución posterior.

La Administración puede resolver aun después de interpuesto recurso
contencioso contra la denegación por silencio administrativo.

«Independientemente de lo que antecede, hay que tener en cuenta el
hecho de que también la Administración demandada pueda reconocer en
vía administrativa las pretensiones del actor aun después de interpuesto el
recurso contencioso-administrativo, con las consecuencias a que se refiere
el artículo 90 de las tantas veces citada Ley jurisdiccional, como recono-
cimiento extraprocesal de pretensiones» ("Sentencia de 25 de abril de 1966,
Sala 3.a).

C) Limitaciones.

Limitación posible en favor de los titulares de derechos reconocidos
por silencio administrativo.

«El plazo de un año que fija el párrafo 2.° del artículo 58 de la Ley
jurisdiccional para que el acto presunto por silencio administrativo pueda
impugnarse en vía jurisdiccional se cuenta a partir de la fecha de inter-
posición del recurso de reposición, y dentro de aquél la Administración
está facultada para dictar resolución expresa sin que se produzca el motivo
•de anulabilidad que respecto de las emitidas pos;eriormente a expirar di-
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<cho plazo ha apreciado la jurisprudencia de esta Sala como medio de pro-
teger las situaciones administrativas consolidadas a favor de un titular, ante
la inactividad de los interesados que no acudieron al recurso contencioso-
administrativo, por imperativos de seguridad jurídica, según sentencia de
23 de marzo de 1963, 16 de marzo de 1964 y 30 de junio de 1965, entre
«tras, pero la facha de expiración del referido plazo no es la que se notifica
Ja resolución, sino el día en que efectivamente termina el lapso anual»
(Sentencia de 30 de noviembre de 1965, Sala 4.*).

3. Actos de naturaleza administrativa.

La ejecución de sentencias penales, en su aspecto penitenciario, son
actos de la Administración.

«S¡ bien la ejecución de la sentencia en el proceso criminal español,
sea común o castrense, corresponde a la autoridad judicial de uno u otro
•orden, según es de ver en los artículos 903 del Código de justicia militar
y 984 y 985 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no puede desconocerse
•que en la fase del cumplimiento de la pena, singularmente cuando es pri-
vativa de libertad y cualquiera que fuera la jurisdicción de que la hubiere
impuesto, junto a las facultades dispositivas, coercitivas y de inspección
integradas en el imperium de los Tribunales aparecen las subordinadas y
•complementarias propias de las funciones, órganos y servicios que consti-
tuyen la Administración penitenciaria a cuya actuación ha de someterse el
recluso desde que ingresa en el establecimiento donde ha de cumplir su
condena, y toda vez que el beneficio de la libertad condicional, como últi-
mo período de sistema progresivo penitenciario, no es otra cosa en su apli-
cación que una serie de actos administrativos que garantizan la función
reparadora en congruencia con las exigencias de la individualización de
la pena y la readaptación social del penado, actos que tienen su pauta nor-
mativa en los artículos 53 a 61 inclusive del Reglamento de Servicios de
Prisiones aprobado por Decreto de 2 de febrero de 1956, es visto que no
existe motivo de incompetencia jurisdiccional que en principio despoje a
Ja Sala de su potestad revisora respecto de la Orden del Ministerio de Jus-
ticia de 14 de octubre de 1964, que aquí se combate, dictada en vía de
rscurso administrativo previsto en el Ordenamiento penitenciario» (Sen-
tencia de 22 de febrero de 1966, Sala 4.a-).

4. Actos impugnables y no impugnables.

Vid. XXV, 4.

5. Competencia.

A) La competencia, revisable de oficio por la jurisdicción.

Vid. XXV, 10, B, «).

B) Competencias de la Administración local y de la estatal.

"Vid. XVI, 6.
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C) Competencias concurrentes: su posibilidad.

«El exceso en el número de viajeros transportados en un autocar de
servicio público, puede afectar a la observancia de las condiciones legales
objeto de la correspondiente concesión, y bajo tal perspectiva motiva deci-
siones de las autoridades dsl ramo de Obras Públicas, incluso con alcance
sancionatorio; pero a la vez, y cuando se trata de un hecho concretamente
comprobado por las Fuerzas de vigilancia en carretera, no cabe duda de
que queda dentro del concepto de "vigilancia de la circulación, tráfico y
transportes por las vías públicas", a que, dentro de lo previsto por el
artículo 1.° de la Ley de 30 de julio de 1959, se refiere al artículo 4.°, nú-
mero 1, del Decreto de 21 de julio de 1960, como función propia de las
autoridades dependientes del Ministerio de la Gobernación» (Sentencia
de 10 de marzo de 1966, Sala 4.*).

D) Límites de la competencia administrativa.

Tutela civil de las personas.

Incompetencia del Gobernador civil para intervenir en esta materia.

Vid. X.

E) La incompetencia como vicio del acto.

a) Vid. II, 5, A); II, 5, D), y II , 5, G), a), a').
b) Competencia para resolver la reposición.

Es del mismo órgano que dictó el acto recurrido, so pena de nulidad
de pleno derecho de la resolución.

«Como los aludidos recursos de reposición no se resolvieron por el
mismo Órgano que emitió los actos que aquéllos impugnaron, es decir, la
Dirección General de Enseñanza Primaria, según previene el citado ar-
tículo 126 de la Ley de 17 de julio de 1958, surge la nulidad de pleno
derecho, a tenor del apartado a) del artículo 47 de la propia Ley, de los
que dimanaron del Ministro de Educación, puesto que carecía de compe-
tencia para dictarlos» (Sentencia de 22 de abril de 1966, Sala 5.a,).

c) Incompetencia que no causa nulidad.

La competencia del instructor, no la del secretario, es la que importa en
los expedientes disciplinarios.

«Tales defectos no alcanzarían a producir la nulidad de actuaciones, a
tenor de los apartados a) y c) del artículo 47 de la Ley de Procedimiento
Administrativo, pues uno y otro apartado se refieren claramenfe al fun-
cionario, autoridad u organismo que "dicta el acto", y éste, en el caso
relacionado, no es el secretario, sino el instructor del expediente, contra
el cual nada ss ha aducido» (Sentencia de 29 de noviembre de 196'5y

Sala 4.*).
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6. Procedimiento.

Vid. XXIII.

7. Nulidad.

A) La competencia y la nulidad de los actos.

Vid. II, 5, E).

B) Los vicios de procedimiento.

Vid. XXIII.

C) Nulidad de pleno Derecho.
Vid. II, 5, E), b).

D) Anulabüidad.

a) Por infracción manifiesta de las Leyes.
Interpretación restrictiva del artículo 110, LPA.
«Las sentencias de 26 de enero de 1961 y 8 de abril de 1966, dictadas

respectivamente por la Sala 4.a y la 5.a para el correcto ejercicio de la
facultad anulatoria del acto administrativo que infringe la L«y, otorgada
por el artículo 110, párrafo 1.°, de la Ley de Procedimiento Administra-
tivo, es indispensable que la infracción legal sea manifiesta, esto es, que se
acuse y patentice con tal claridad y evidencia que haga innecesarias las
reglas interpretativas o las deducciones basadas en razonamientos comple-
jos, condición exigible con criterio estricto y riguroso tanto por tratarse
de una norma en pugna con la tradición doctrinal y legislativa patria, ins-
pirada en el principio de irrevocabilidad de los actos de la Administración
creadores de derechos subjetivos, como porque su aplicación extensiva am-
pliará de modo exorbitante la prerrogativa del ente público, dando lugar
a que muchos casos quedasen excluidos prácticamente de fiscalización ju-
risdiccional, actos o decisiones que deben estar sujetos a ella, como últi-
ma garantía de la integridad y permanencia de los derechos e intereses
legítimos declarados o reconocidos a favor de los particulares» (Sentencia
de 30 de noviembre de 1965, Sala 4.aJ.

b) Infracción no cualificada.
a') De normas de competencia.
Vid. II, 5, E), c).

b') De normas de procedimiento.
Vid. XXIII, 3, A).

E) Revisión de oficio.

Vid. II, 7, D), a).
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F) Error de hecho y error de derecho: concepto.

«Según jurisprudencia manifestada entre otras, en sentencia de esta
Sala de 9 de junio de 1929, 10 de enero de 1931, 23 de enero de 1956, 25
de noviembre de 1961, 22 de diciembre y 1 del mismo mes de 1962, el
error consistente en haberse desconocido o no aplicado una exención tribu-
taria no es de hecho, sino de concepto de fondo, de derecho, porque el
error es el de carácter material, aritmético, accidental e independiente de
cualquier opinión o criterio, y cuando el error, como en este caso, se deriva
de interpretación de un precepto legal, debe reputarse como de derecho,
conforme declaran las sentencias de 11 de diciembre de 1964 y la de 25 de
noviembre de 1959» (Sentencia de 25 de abril de 1966, Sala 3.*).

G) Desviación de poder.

a) Concepto estricto de desviación de poder.
a') Desviación de poder e incompetencia.
«No incide específicamente en la alegada tacha de desviación de po-

der, porque ésta presupone el ejercicio —-con finalidad diferente de la de-
terminativa de su concesión— de una facultad o potestad, y en el caso de
autos el Ministerio carecía de la atribución invocada» (Sentencia de 22 de
marzo de 1966, Sala 4.*).

b') Desviación de poder y motivación.
«Para la existencia de desviación de poder no es suficiente con que la

Administración haya incurrido en errores en la concesión y aplicación de
la excedencia al recurrente, sino que es preciso acreditar que los supuestos
errores se asientan en motivos distintos de los fijados por el Ordenamiento
jurídico, esto es, cuando la Administración no ejercita su potestad con la
debida buena fe» (Sentencia de 28 de marzo de 1966, Sala 5.*).

b) Presunción contraria, destruible por prueba suficiente.
«Para que esta alegación pueda prosperar es menester acreditar con se-

guridad que el apartamiento del cauce jurídico, ético o moral, ha tenido
existencia, siendo indispensable que la prueba se efectúe por quien la in-
voca, ya que se presume que la Administración ejerce sus potestades siem-
pre con arreglo a Derecho» (Sentencia de 31 de marzo de 1966, Sala 5.&).

H) Irrevocabilidad absoluta de un acto administrativo.

Vid. XV, 2, D).

III. ACTO POLÍTICO.

Vid. I, 2, A).
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IV CONTRATOS.

Supuesto de contrato sobre bien de dominio público, típicamente ad-
ministrativo.

Vid. V, 2.

V. DOMINIO PÚBLICO.

1. Zona marítimo-terrestre.

Deslinde.
Vid. XII, 2.

2. Contrato sobre un bien de dominio público, típicamente adminis-
trativo.

«Se trata de un contrato de uso de bienes de dominio público, típica-
mente administrativo, en el que la posición de las partes intervinientes no
es igual; la Administración interviene con potestad de imperio, concedien-
do el uso de bienes de dominio público al administrado que lo solicita,
para un fin determinado, como es el de atender a un servicio público de
abastecer los puestos y preparar el pescado para su explotación; no existe
precio, sino canon de utilización, como puede libremente la Administra-
ción modificar al variar las condiciones y las tarifas; en los contratos de
arrendamiento civiles el arrendador no puede acomodar en la cosa arren-
dada a otros usuarios, ni es admisible la facultad inspectora de los fun-
cionarios de la junta de obras a tener libre acceso en la cosa arrendada,
ni es posible que el incumplimiento de las cláusulas pactadas motiven la
caducidad del contrato, ni la fianza puede ser en la cuantía que la con-
cesión determina, ni puede imponerse la preparación de más de un millón
de kilos de pescado para surtir los puestos y explotarlos; esto aparte de
que la sumisión del actor se hace a las autoridades administrativas, sumi-
sión que el actor acató y cumplió, al dirigirse primero a la Junta de Obras
Públicas y más tarde al Ministerio del Ramo, al interponer el recurso de
alzada contra la resolución de la Junta, por lo cual, al pretender hoy se
declare que tal contrato es de naturaleza civil y de la competencia de la
jurisdicción ordinaria, es ir contra sus propios actos, lo cual no es lícito,
por cuya razón es forzoso desestimar esta pretensión del actor» (Sentencia
de 9 de abril de 1966, Sala 3.*).

VI. CONCESIONES.

De transporte por carretera.

Vid. II, 5, C).
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VII. TRANSPORTES.

Por carretera.
Vid. II, 5, C).

VIII. PROPIEDAD INDUSTRIAL.

1. El recurso de revisión.

El especial en materia de propiedad industrial, identificado con el de
laLPA.

«Se ha discutido en el pleito si está vigente el artículo 16 del Estatuto
de la Propiedad Industrial de 30 de abril de 1930, que concede a los inte-
resados recurso extraordinario de revisión contra los acuerdos del Regis-
tro cuando la resolución se hubiere dictado con manifiesto y evidente
error de hecho plenamente demostrado por la prueba documental, por-
que el artículo 1.° de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de
julio de 1958 dispone en su número 3.° que el silencio administrativo y el
ejercicio del derecho de recursos en vía administrativa que estuviere reco-
nocido en disposiciones especiales (y como tal han de conceptuarse los
referentes a la Propiedad industrial, según el mimero 21 del artículo 1.°
del Decreto de 10 de octumbre del mismo año) se ajustarán a lo dispuesto
en dicha Ley, pero la discusión carece de trascendencia a los efectos de la
resolución de este litigio: porque lo mismo que el artículo 16 del Esta-
tuto dispone en su número 1.° el artículo 127 de la expresada Ley» (Sen-
tencia de 11 de noviembre de 1965, Sala 4.").

2. Marcas.

Requisitos para su otorgamiento.
La diferenciación de las marcas ha de ser absoluta.
No se reputa suficiente la adición del nombre del laboratorio.
«Las facultades que el artículo 131 del Estatuto consigna en orden al

registro de marcas derivativas han de entenderse de modo armónico y no
incongruente u opuesto a los demás preceptos, lo que siempre debe resul-
tar de posible concreción mediante el empleo de combinaciones ingeniosas
en los que se conjuguen el resultado de la denominación registrada y la
diferenciación con las protegidas por otro registro previo» (Sentencia de 20
de diciembre de 1965, Sala 4.A).

«La adición por mandato legal— del laboratorio o casa preparadora de
los productos, no produce, según reiterada y notoria doctrina, conocida
por las partes, al efecto de introducir un nuevo elemento integrable con Jas
denominaciones en los conjuntos de parangón» (Sentencia de 20 de diciem-
bre de 1965, Sala 4.a;.
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IX. TRABAJO.

Criterios de competencia de la jurisdicción laboral y la contencioso-
administrativa.

«Para desvanecer las dificultades que suscita la línea divisoria de los
problemas sometidos a la jurisdicción laboral y los que corresponden a la
jurisdicción contencioso-administrativa, un reiterado criterio jurispruden-
cial, que recuerda la sentencia de 13 de abril de 1963 distingue, a ese pro-
pósiío, cuándo el Ministerio de Trabajo actúa en virtud de atribuciones
proyectadas a las necesidades particulares, pero de índole social, entre pa-
tronos y obreros y cuándo desenvuelve su actividad con relación a un ser-
vicio público, origen de derechos administrativos, susceptibles de defen-
derse, si son vulnerados, mediante el recurso contencioso-administrativo»
{Sentencia de 1 de abril de 1966, Sala 5.*).

X. TUTELA CIVIL DE LAS PERSONAS.

incompetencia administrativa para intervenir.

«Que la pretensión de que se declare inadmisible el recurso conforme
al apartado a) del artículo 82 de la Ley jurisdiccional interesada por la
abogacía del Estado en primer lugar de su escrito de contestación a la de-
manda, es de desestimar si tenemos presente que en este recurso no se
Irata de dilucidar si las tutelas del menor Miguel Ángel B. F., constitui-
das en Méjico y en España, lo están o no de acuerdo con los Códigos civi-
les mejicano y español y cuál es la preferencia de la una sobre la otra,
porque ello es una cuestión típicamente civil, que escapa de la competencia
de la jurisdicción contencioso-administrativa; aquí no se puede decidir
más ni otra cosa que si el acto administrativo consistente en la protección
que el Gobernador civil de Santander prestó primeramente a don Ma-
nuel B. C, como apoderado de la tutriz mejicana doña María de los
Angeles B. y P., y más tarde a ésta para que dicho menor fuera entregado
para poderlo trasladar a Méjico, se encuentra o no ajustado a Derechos,
reservando el que a las partes pudiera competir sobre las demás cuestión.s
planteadas, para que las ventilen donde y como proceda.

Que centrada así la cuestión, es principio de Derecho internacional re-
cogido por lo que hace a España en los artículos 1.° y 12 del Código civil,
aquel de que las Leyes de un Estado obligan en general a todos los resi-
dentes en el país nacional; y que las Leyes civiles extranjeras se aplicarán
€xcepcionalmente en la nación en aquellos casos que el legislador no hu-
biere previsto y autorizado mediante la concurrencia ds circunstancias que
al efecto señale; cierto que en nuestro Código civil la excepción que se-
ñala el artículo 9.° es de aplicación también a los extranjeros residentes
en España, según se deduce del contenido del artículo 14, pero en realidad
el acto administrativo que nos ucupa no puede estimarse incurso en estos
artículos, porque no se trata de amparar derechos y deberes de familia, ni
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del Estado, condición y capacidad legal de las personas, sino de prestar
apoyo a una tutriz que tuvo su nombramiento en país extranjero y qne
desenvuelve sus actividades tutelares y al amparo y bajo la protección de
las Leyes y autoridades extranjeras, y siendo así, el Gobernador civil de
Santander, aunque se le pida, no puede intervenir para reducir un menor
a la obediencia de la tulora más que cuando la Ley civil nacional le auto-
rice expresamente para ello o cuando por razones de orden público o de-
seguridad social; las Leyes administrativas españolas igualmente le facul-
ten para actuar, y por lo que hace a las Leyes extranjeras, tan sólo podrá
observarlas, como la Ley española expresamente lo determina, cuando de-
bidamente probada la legalidad del acto y la subsistencia de la Ley extran-
jera se viniere observando la reciprocidad entre el país extranjero y el
nacional, o cuando se pactare en convenios internacionales debidamente
ratificados por las potencias a quienes afecten.

Que al amparo de la Ley nacional el Gobernador civil de Santander no
puede intervenir en el caso de autos : a), porque si bien los artículos 156
y 269 del Código civil facultan a los padres o al tutor para impetrar el
auxilio de la autoridad gubernativa, que deberá serles prestada en apoyo
de su propia autoridad, sobre sus hijos o pupilos menores no emancipados,
en el caso de autos el tutor ni el Consejo de Familia de la tutela constituida
en' España al menor Miguel Ángel B. F. lo ha solicitado, ni ha pedido tal
protección; b), porque aunque lo hubiere solicitado el tutor, tampoco po-
dría prestársele mientras no lo hubiere autorizado el Consejo de Familia,
cual exige el número 1.° del invocado artículo 269; c), porque aunque se
amparase para proceder en lo dispuesto en número 3.° del artículo 18 del
Decreto de 10 de octubre de 1958, regulador de las atribuciones de los
Gobernadores civiles, ello se refiere a los menores desvalidos o desampa-
rados, a los incapaces, mujeres en esta situación, etc., pero no cuando,
como en el caso de autos, el menor estuviere protegido por el Organismo
tutelar, mejor dicho, por las dos tutelas, una conslituída al parecer en
Méjico y otra en España; d), finalmente, porque el hecho de que el pu-
pilo no accediera a las pretensiones de la tutriz mejicana o de su repre-
sentante, no es una cuestión que perturbe el orden público o la seguridad
social que obligara a intervenir al Gobernador civil, al amparo de la Ley-
de orden público, o de cualquiera otra Ley especial.

Que por lo que hace su intervención protegiendo una institución y una
tutriz creada al amparo de una Ley extranjera, era preciso o que una Ley
española expresamente lo autorizara, como antes se ha dicho, o que la soli-
citante hubiera aducido la prueba completa de que aquella tutela se cons-
tituyó, cumpliendo todos los requisitos de forma y de fondo que para la
eficacia de la misma exigen las Leyes mejicanas, que con arreglo a aquella
legislación tuviera intervención en el Organismo tutelar la autoridad guber-
nativa, y que la doctrina jurisprudencial admitiera el principio de recipro-
cidad entre aquel país y España, y aquí la prueba aducida en autos es
bastante incompleta sobre estos extremos, pues se hace invocación de los
artículos 577 y 423 del Código civil mejicano, que suponemos que se refe-
rirá al 30 de agosto de 1928, pero no se ha justificado que estuviere en
vigor en el momento de hacer la constitución de aquella y en el momento
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le la petición, ni se ha demostrado que la tutela esté constituida legal-
nenet ni que entre los dos países impere el principio de reciprocidad en-
:sta materia.

Que tampoco es posible esta intervención, amparado en convenios en-
re las dos potencias o por convenios internacionales debidamente ratifi-
cados por los dos países; porque en cuanto a los primeros no hay cons-
ancia ni demostración alguna de que existan en materias de tutelas y pro-
:ección a las mismas, y en cuanto a los segundos, es cierto que existe el
[nternacional de La Haya, de 12 de junio de 1902, ratificado por España
=•1 28 de agosto de 1904, que la virtud de lo dispuesto en sus artículos 7.°'
r 8.° pueden tomarse medidas de urgencia y obliga a las autoridades del
territorio en que se encuentre el menor de informar a las nacionales de la
situación del mismo; pero a este convenio no puede ni acogerse ni la tutriz
mejicana ni el Gobernador civil de Santander, desde el momento en que
LIO ha sido ratificado por Méjico, según se ha reconocido en autos, y tam-
poco es de obligar el último convenio internacional de La Haya de 16 de
octubre de 1960, porque ni lo ha ratificado España, ni hay constancia de
que lo hubiera ratificado Méjico.

Por último, que estando protegido el menor por la supuesta tutela
mejicana y además por la constituida en España el 19 de abril de 1963,
sin que el Tribunal Provincial de Menores de Santander creyera necesaria
su intervención, por estimar que se encuentra suficientemente garantizado
por la persona del Presidente del Consejo de Familia, creado en esa fecha,
se hace también innecesaria la protección gubernativa, pudiendo continuar
en esta situación hasta que los Tribunales de la jurisdicción civil decidan:
lo correspondiente sobre la validez y eficacia de las tutelas creadas, cuál
de ellas tiene preferencia sobre la otra y resuelva las demás cuestiones
planteadas en este recurso.

Que, por lo anteriormente expuesto, es procedente estimar el recurso
y declarar que al auto administrativo recurrido es nulo por no ser confor-
me a derecho, sin perjuicio de que las demás cuestiones planteadas en el
mismo y que por su carácter civil escapan de esta jurisdicción, puedan:
ventilarlas las parles, dónde y cómo correspondan^ sin hacer expresa impo-
sición de costas por no apreciarse en las mismas ni temeridad ni mala fe»
(Sentencia de 23 de marzo de 1966, Sala 4.*).

XI. GOBERNADORES CIVILES.

Incompetencia para intervenir en cuestiones civiles como las de tutela
de las personas.

Vid. X.
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XII. DESLINDES ADMINISTRATIVOS.

1. Naturaleza administrativa.

No las desnaturaliza que hayan de tenerse en cuenta títulos de pro-
piedad.

«Si bien es cierto que en los deslindes administrativos de montes pú-
blicos se reflejan solamente situaciones posesorias y no deben alegarse, ni
pueden decidirse cuestiones de propiedad, reservadas a los Tribunales ci-
viles ordinarios, al dictado artículo 22 del Decreto de 17 de ociubre de 1925,
señala como primera prueba admisible en tales tramitaciones los títulos
auténticos de domiino inscritos en el Registro de la Propiedad, por lo que
su aportación y requerido examan de éstos, en relación con la presunción
de posesión que de ellos pueda derivar, no implica el planteamiento de
una cuestión civil de carácter dominical, sino un medio de enjuiciar admi-
nistrativamente la práctica de un deslinde de tal carácter» (Sentencia de 26
de febrero de 1966, Sala 4.a;.

2. Un deslinde no puede perjudicar la inscripción registral de una
finca.

«Como en el expediente no consta si con este deslinde se perjudica la
cabida y situación de la {inca inscrita en el Registro, por respeto a esta
inscripción, es forzoso decretar la nulidad de las Ordenes recurridas, a fin
de que previamente o a la vez que se ejerciten acciones contradictorias
del dominio de inmuebles, s; pida la nulidad de la inscripción inexacta,
lo cual no se compagina con la decisión de la Administración, que deter-
mina la zona marítimo-terrestre y luego pretende interponer acciones sobre
la nulidad de la inscripción registral» (Sentencia de 23 de abril de 1966,
Sala 3.a; .

3. Deslinde y amojonamiento.

No es acto ejecutorio de otro consentido un amojonamiento cuando se
practica sesenta y cuatro años después del deslinde f\ue lo originó.

«El Tribunal ha de hacer aplicación de la tradicional doctrina que
limita prudentemente la apreciación de que existe un acto confirmativo, al
supuesto de que la materia común revista caracteres de unicidad causal y
determinante; lo que evidentemente no ocurre en el caso de autos, porque
el amojonamiento es consecuencia del dsslinde, pero posee sustantividad
jurídica muy acentuada al mediar entre ambas operaciones administrati-
vas el considerable lapso de sesenta y cuatro años, durante el cual el indis-
cutible desarrollo de las situaciones posesorias ha engendrado problemas
cuya valoración legal sólo puede efectuarse mediante el enjuiciamiento del
fondo de la litis» (Sentencia de 21 de abril de 1966, Sala 4.*).

«El problema de fondo que nutre la presente litis se planteó con ante-
rioridad a este Tribunal, en el recurso decidido por la sentencia de 30 de
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enero de 1960, cuyo criterio resulta inexcusablemente aplicable al caso de
actos en observancia del principio de unidad de doctrina; por lo cual debe
rechazarse él argumento que la Administración para desestimar en la vía
gubernativa las pretensiones del actor, ésta es la coincidencia entre las lí-
neas deslindadas y amojonadas; porque la validez de aquél, indiscutible
si entre las dos operaciones hubiera mediado un corto plazo, no puede
extenderse al supuesto acaecido de que la segunda haya tenido lugar más
de sesenta años después de la aprobación no materializada sobre el terreno
del deslinde; dándose lugar a cambios sustanciales en las titularidades
inmobiliarias afectadas, cuyo respeto por la Administración resulta inexcu-
sable en acatamiento del principio de legitimación registral o de eficacia
convalidadora de la prescripción adquisitiva, ya que de mantenerse el
status reflejado por la línea de deslinde, que no responde a la realidad po-
sesoria presente, se incidirá en una patente injusticia, violando las garan-
tías que el Ordenamiento legal otorga a los derechos consolidados a su am-
paro ; según lo dispuesto en los artículos 37 del Reglamento de 17 de mayo
de 1865, 18 del Real Decretó de 1 de febrero de 1901 y 29 del Real De-
creto de 17 de octubre de 1925, aplicable en la litis, en relación con las
prevenciones del artículo 28 de la Ley Hipotecaria, del 40 del citado Re-
glamento de 1865, de la Real Orden de 17 de octubre de 1866, sin que la
protección posesoria que tales normas puedan enervar por un acto an-
terior a los que han generado los derechos vulnerados por el amojona-
miento, porque aquella protección se proyecta sobre la situación posesoria
existente al aprobarse dicho amojonamiento, y la Administración fores-
tal tiene facultades para efectuar las rectificaciones necesarias, a fin de
impedir que una hitación perimetral tardía lesione titularidades domini-
cales y situaciones posesorias ds indiscutible legitimidad, como asimismo
puede promover los medios jurídicos adecuados para proteger cualquier
derecho dominical de carácter público, susceptible de ser reconocido ju-
risdiccionalmente» (Sentencia de 21 de abril de 1966, Sala 4*).

4. Procedimiento.

Deslinde de montes.
Supuestos de esencialidad o innecesariedad de un dictamen.
«El párrafo final del inciso d) del artículo 14 de la Ley de Montes hay

que entenderlo referido a la hipótesis en la que la pretensión, bien única,
bien fundamental y directa de los particulares interesados, sea de la pro-
piedad del monte o parte de él; y, consiguientemente, en tales hipótesis,
y respecto de aquellos interesados que así hubiesen procedido y alegasen
expresamente por ello la necesidad del informe de la Dirección General
de lo Contencioso del Estado, la omisión del mismo será tacha esencial de
la tramitación del expediente, como reconoció esta Sala en sentencia de 14
de diciembre de 1965, y no se dará esta nota de esencialidad en tal omi-
sión en casos en que en los cuales la alegación o alusión a la propiedad obe-
dezca a imprecisión terminológica y a no distinguirse con claridad, cual es
la función en estos expedientes de los títulos de dominio, presentados sólo
a efectos de probanza de la posesión; ocasiones en las cuales, como en los
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casos de las sentencias de 5 de octubre de 1963 y 22 de mayo de 1964, la
Sala, atendiendo a la relación del artículo 14 de la Ley de Montes con el
Real Decreto de 23 de marzo de 1886 —aparte otras circunstancias especia-
les con la de constar ya en autos en caso de la primera de las sentencias
citadas, la existencia ante los Tribunales ordinarios del proceso sobre eí
dominio— no estima de carácter esencial la omisión del informe de la
Direción General de lo Contencioso» (Sentencia de 21 de abril de 1966*
Sala 4.aj.

XIII. MONTES.

Deslinde.

Vid. XII, 1, 3 y 4.

XIV. ZONA MARÍTIMO-TERRESTRE.

Deslinde.

No puede perjudicar los títulos inscritos de propiedad.
Vid. XII, 2.

XV. EXPROPIACIÓN FORZOSA.

1. Ámbito objetivo de la expropiación.

La expropiación comprende todos los derechos sobre un inmueble.
Consecuencias: No debe valorarse la pérdida de hogar.
«La expropiación del dominio de un inmueble supone la de todo el

complejo de parciales derechos integrados en él, entre ellos el de uso y
habitación que no cabe justipreciar singularmente con independencia y
como incremento del precio global de la cosa expropiada; es, por ello,
improcedente indemnizar a los recurrentes por pérdida de hogar» (Sen-
tencia de 13 de abril de 1966, Sala 5.a;.

2. Justiprecio.
A) Necesidad de motivación.

«El jurado ha de fundamentar, con el mayor rigor y detalle, las mo-
dificaciones que crea apropiadas» (Sentencia de 11 de abril de 1966,
Sala 5.a;.
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B) Necesidad de hallar el precio realt aun en expropiaciones ur-
banísticas.

«Aunque sea evidente la procedencia de elección de la Ley del Suelo
como régimen jurídico que ha de regular el expediente expropíatorio
•objeto de estos autos, así como está establecido un sistema objetivo y
severo para la valoración del suelo, que tanto la Administración cuanto
la jurisdicción revisora han de cumplir escrupulosamente, ello no excluye
•que cuando la técnica complicada de la valoración administrativa con-
duce a conclusiones claramente contrarias al verdadero valor real de la
•cosa expropiada, venga obligada esta jurisdicción a modificar aquellos
elementos que aparezcan apreciados ds una manera desajustada a la rea-
lidad y determinantes de una falta de adecuación del precio obtenido con
«1 verdadero valor real del inmueble, que es lo que, lo mismo antes de
la vigente Ley del Suelo que a través de ésta, es preciso buscar en todo
proceso expropiatorio, como han reconocido entre otras las sentencia de 9
de junio de 1959, 28 de noviembre de 1960 y 10 de octubre de 1963»
(Sentencia de 11 de febrero de 1966, Sala 5.*).

C) Valor inicial.

No es lo decisivo el rendimiento que dé el predio, sino el que fuese
susceptible de dar.

«El artículo 86 de la misma Ley establece que el valor inicial de un
predio, a efectos urbanísticos, se determinará por el rendimiento que le
•correspondiere en la explotación rústica efectiva "o de que fuere natural-
mente susceptible", siendo evidente que por su situación, naturaleza del
terreno, existencia de agua y demás circunstancias, los terrenos propiedad
•de la Fundación ds Gómez-Ferrer son de tan alta calidad como los de
fincas circundantes y plenamente susceptibles de cultivo como huerta o
naranjales» (Sentencia de 11 de febrero de -1966, Sala 5.*j.

D) Modificación del justiprecio.

Imposibilidad de modificar el justiprecio en perjuicio de los intere-
sados, ni siquiera en reposición.

«No puede olvidarse el carácter contradictorio que tiene la fijación
de las valoraciones en los procesos expropiatorios, de tal manera que
cualquiera de las partes puede aceptar la valoración de la contraria, dando
fin al expediente, y por ello las respectivas propuestas no deben modifi-
carse libremente una vez formuladas, supuesto reconocido por la propia
Administración en el caso que se enjuicia, ya que ha tratado de justi-
ficar la modificación que ha verificado en la primitiva valoración por
medio de la Orden ministerial de 18 de noviembre de 1963, al amparo
del artículo 119 de la Ley de Procedimiento Administrativo, sin tener en
cuenta que el único camino de anulación de los actos administrativos de-
claratorios de derechos, como es el de la valoración en los expedientes de
expropiación, no puede ser otro que el señalado en los artículos 109 y 110
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con las limitaciones del artículo 112 de la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo de 17 de junio de 1958, sin que deba olvidarse tampoco que la
especialidad del recurso de reposición, trámite previo para acudir a la
vía jurisdiccional, no puede determinar a su favor la facultad contraria a
la indicada, sin que sea suficiente con oír a los interesados, como se ha
hecho en el caso, con la conclusión de que es improcedente cualquier
tramitación tendente a modificar él primitivo acto administrativo» (Sen-
tencia de 14 de marzo de 1966, Sala 5.aj.

3. Expropiaciones urbanísticas.

A) Expropiación de un Polígono.
Cabe la expropiación de un Polígono; aun sin previo Plan parcial
«Si se tiene en cuenta que el apartado 1.° del artículo 121 de la Ley

del Suelo permite emprender o reservar la urbanización de un sector
completo y expropiar uno o varios polígonos, sin necesidad de la previa
aprobación del Plan parcial, en modo alguno puede prosperar la pro-
puesta de nulidad basada en la carencia de un Plan parcial que ampare
la expropiación del Polígono» (Sentencia de 11 de febrero de 1966, Sala 5.*).

B) Valoraciones.

a) Necesidad de buscar el valor real.
Vid. XV, 2, B).
b) Valor inicial de un predio.
Vid. XV, 2, C).

XVI. URBANISMO.

1. Expropiaciones urbanísticas.

Vid. XV, 3.

2. Urbanismo y jurisdicción contencioso-administrativa.

A) Acción pública.

«También pudiera llevar aparejada la nulidad de lo dispuesto por la
Administración por constituir clara infracción del procedimiento, al ori-
ginar una indefensión para los interesados, el anunciarse al Polígono
como radicado en Gerona, cuando realmente está situado en el término
municipal de San Gregorio, extremo que pudo y debió rectificarse en el
momento inicial de las actuaciones cuando lo advirtió el Ayuntamiento
de la última localidad, máxime si se tiene en cuenta que según el ar-
tículo 223 de la Ley del Suelo es pública la acción para exigir entre los
Tribunales... la observancia de la misma» (Sentencia de 2 de abril de 1966,
Sala 5.a;.
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B) Ley del Suelo y competencia de los órganos jurisdiccionales.

t,a Ley del Suelo no puede modificar la competencia de l°s órganos
jurisdiccionales.

«Conforme a la directriz trazada por la sentencia de la Sala 5.a de 22
de enero de 1962, que reitera de modo categórico la de esta Sala 4.a de 13
cíe noviembre de 1964, declarando: «que de todas luces insuficiente con-
tenido dispositivo del artículo 225, párrafo 1.° de la Ley del Suelo, que,
con olvido de lo preceptuado en los apartados a) y b) del artículo 28 del
propio texto legal, no prevé el supuesto de que los actos de aprobación
definitiva de los planes de ordenación urbana corresponda emitirlos al Con-
sejo Nacional y Comisión Central de Urbanismo, esto es, a Órganos de la
Administración Central, incardinados en el Ministerio de la Vivienda, no
autorizada la incongruente interpretación de que en tal supuesto la fun-
ción revisora esté también atribuida al Tribunal Provincial de lo Coníen-
cioso-administrativo, hoy sustituido por la Sala correspondiente de la Au-
diencia Territorial, con jurisdicción en el término a que afecte el planea-
miento..., pues no cabe impugnar las resoluciones de los titulares de los
Departamentos ministeriales ante órgano jurisdiccional distinto del Tribu-
nal Supremo, conforme a los artículos 13 y 14 de la Ley de 27 de diciem-
bre de 1956» (Sentencia de 22 de marzo de 1966, Sala 4A.).

3. Planes de ordenación urbana.

Incompetencia municipal para aprobarlos.
Consecuencias.
«El artículo 43, párrafo 2.°, de la Ley del Suelo configura un trámite

meramente informativo y, por tanto, sin entidad para vincular al Ayunta-
miento informante, sobre iodo en materia que no le compete, como es la
aprobación definitiva de un plan parcial» (Sentencia de 25 de marzo de 1966,
Sala 4.a;.

4. Polígonos.

A) Expropiación de un Polígono.

Cabe un previo Plan parcial.
Vid. XV, 3, A).

B) Delimitación.

a) Vid. XVI, 2, A).
b) Necesidad de información pública.
«Dispuesto en el párrafo 4.° del artículo 121 de la Ley del Suelo de 12

de mayo de 1956, que el "polígono de expropiación se determinará me-
diante proyecto aprobado con sujeción al artículo 32", es imprescindible
para que cualquier proyecto de delimitación de un polígono tenga válida
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solución, el que se hayan cumplido los requisitos exigidos en este último
artículo, el cual previene, en su párrafo 1.°, que aprobado inicialmente el
Plan o Proyecto por la Corporación u Organismo que lo hubiere redac-
tado..., lo someterá a información pública durante un mes..., lo que im-
plica la obligatoriedad de su exposición, para general conocimiento de
todos los elementos integrantes del proyecto de delimitación, que no puede
.aceptarse esté constituido sólo por dos planos —uno de situación y otro
parcelario—, ni aun en su momento inicial, ya que necesariamente tales
documentos son consecuencia del estudio que se hiciera en el cumplimiento
del párrafo 2." del artículo 104 de la misma Ley» (Sentencia de 2 de abril
de 1966, Sala 5.&).

C) Concepto de solar.

Interpretación restrictiva.
«El Ayuntamiento certifica, en efecto, la existencia de los servicios de

luz, agua y alcantarillado, pero nada dice de la intensidad y normalidad
de tales servicios, que según el arquitecto de la Dirección General de Ur-
banismo son en absoluto deficientes, y en cuanto- a las fotografías acom-
pañadas al recurso de reposición se ve que frente a la casa existen aceras,
pero no antes ni después, y claro está que en las aceras deben referirse a
loda la calle y no solamente al trozo de terreno que ocupa la edificación»
/Sentencia de 27 de abril de 1966, Sala 5.aj.

5. Urbanismo y turismo.

Derogación de competencias locales para autorizar obras para fines tu
ñsticos.

Vid. XVI, 6.

6. Licencias de obras.

Derogación de competencias locales en obras con finalidad turística.
«El legislador reserva al Ministerio de Información y Turismo la facul-

tad de que en esas normas de interés turístico otorgue las licencias y auto-
rizaciones, sin perjuicio que cuando estas obras o licencias no afecten al
plan nacional de turismo, sigan siendo las Corporaciones locales las que con
.arreglo a su legislación privativa —Ley de Régimen Local (apartados 51-55,
126)— las concedan, y buena prueba de que ése es el criterio del legisla-
dor es la derogación que de esta Ley y de la Ordenación Urbana hace la
disposición transitoria segunda de la Ley de 1963, dejándolas sólo como
supletorias en defecto de precepto expreso de esta última, derogación que
.no tendría sentido si el legislador hubiese querido que las autorizaciones
y licencias se siguiesen concediendo en la forma, por los trámites y por las
-autoridades que la Ley de Régimen Local y la de Ordenación Urbana es-
tablecen» (Sentencia de 15 de abril de 1966, Sala 3.*).

240



CONTENCIOSO-ADMINISTRATITO

7. Inmuebles de edificación forzosa.

Edificios inadecuados.
Interpretación.
«En el caso de Planes Generales y de Ordenación Urbana, puestos en

"marcha o por lo menos ya regulados y en vigor, por el fin en que se ins-
piren en conjugación con lo reflejado en esta decisión, se frustraría el éxito
y la realidad de llevar a término esa mejora urbanística si no se decretara
la inclusión, simplemente porque existan otras edificaciones de análogas
características, ya que como elemento comparativo, según viene sancio-
nando esta Sala, ha de ser lógicamente el que se establece con aquellos
edificios que están dentro de la Ordenanza (sentencias de 11 de febrero
y 3 de abril de 1964, más que suficiente para demostrar la inoperancia de
tal aseveración)» (Sentencia de 27 de abril de 1966, Sala 4.*).

8. Declaración de ruina.

Unidad predial: preferencia de la inspección judicial.
«Cuando se trate de apreciar la unidad predial, operación intelectiva

en la que entran en función otros factores, incluso jurídicos, sociológicos
y estéticos, en cuya apreciación, por no privar de forma tan exclusiva, ni
el número de peritos, ni siquiera su calidad, cobra mayor relieve la dili-
gencia de inspección judicial» (Sentencia de 13 de noviembre de 1965,
Sala 4.*).

XVII. TURISMO.

1. Derogación de competencias locales en materia de licencias de obras.

Vid. XVI, 6.

2. Clasificación de establecimientos turísticos.

Falta de interés directo para recurrir.
«Para ser considerado, con arreglo al artículo 23, apartado a), de la Ley

de Procedimiento Administrativo, "interesado legítimo" el señor M. S. B.,
tendría que tratarse de dueño de establecimiento similar al hotel A., que
por indebida clasificación de categoría de éste se viera perjudicado en
una competencia irregular, y ahora en el proceso contencioso-administra-
tivo que promueve el señor M. cabe reconocer la falta de legitimación
activa, al amparo del artículo 28 de la Ley jurisdiccional, no sólo por las
circunstancias expresadas, sino con más razón que en el procedimiento
administrativo, porque en el momento de iniciar este contencioso ni si-
quiera era el actor huésped del hotel tan repetido, como reconoce en el
hecho sexto de su demanda, faltándole, en todo caso, la consideración
jurídica para estar legitimado procesalmente de interesado directo que
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requiere el artículo 28 mencianodo en su apartado a)» (Sentencia de 29 de
marzo de 1966, Sala 3.&).

XVIII. ACUAS.

Perjuicios derivados de. obras en un pantano.

Competencia civil.

Vid. XXV, 1, B), a), a').

XIX. VIVIENDAS.

De renta limitada.

A) Uso.

Interpretación de las limitaciones reglamentarias.

«Que tanto el artículo 27 de la Ley de 15 de julio de 1954 como el 106
del Reglamento de 24 de junio de 1955 ordenan que las viviendas de renta
limitada se dedicarán "exclusivamente" a domicilio permanente, sin que
bajo" ningún pretexto" pueda dárseles un uso distinto; preceptos ambos
de redacción clara y terminante en los que, de modo correcto, se apoyó la
orden así recurrida para negar lo pedido por el actor; y que, además,
responden a la idea de evitar que en la práctica se den desviaciones del
fundamento ideológico de la legislación sobre esta clase de viviendas y de
que los beneficios que, en el d^seo de resolver el problema social de la
vivienda concede al Estado, sean aprovechados para finalidad distinta.

Que aún no cabe desconocer que en casos concretos la aplicación de
dichos preceptos con un criterio de excesivo rigor pueda dar lugar a solu-
ciones injustas, y ello ha llevado tanto a disposiciones administrativas com-
plementarias —como la contenida en la Ordenanza 2.a de las aprobadas
en 12 de julio de 1955, como a alguna resolución jurisprudencial, entre
ellas la citada por el demandante de 11 de diciembre de 1962—, la sen-
tencia que ello revela no puede extenderse, mientras aquella legislación no
se modifique, a casos cada vez más numerosos y alejados del tipo de las
actividades de modesta artesanía o de carácter agrícola o rural, muy dis-
tintas de las que supone una clínica dental abierta a todo el público, con
una concurrencia de éste normalmente constante y presumiblemente nu-
merosa, y cuya importancia económica, instalación y funcionamiento no
encajan ni en el espíritu de la legislación sobre viviendas protegidas ni en
los terminantes preceptos antes citados, ni guarda semejanza con las reso-
luciones concratas, administrativas o judiciales, anteriormente aludidas»
(Sentencia de 27 de diciembre de 1965, Sala 4.a).
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B) Potestad sancionadora.

La calificación definitiva no obsta a la potestad sancionadora de la
Administración.

«La llamada calificación definitiva de las viviendas protegidas no tiene
olro alcance que el del mero reconocimiento, en principio, por el Minis-
terio que las protege, de que la obra ejecutada aparece ajustada el pro-
yecto en sus extremos esenciales, mas sin que ello suponga, por ningún
concapto, que no puede resultar, en caso alguno, concedida dicha califi-
cación a obras que luego aparecen desajustadas a aquél, por extralimita-
ciones reglamentarias, cual sucede en el caso presente, en que existe un
ático, retranqueado por completo, ajeno al proyecto, o por defectos ocultos
de construcción, que también en el caso de autos se hallan descubiertos
por deficiencias cmprbadas de humedades en las medianerías, mala ca-
lidad de la carpintería de las ventanas y deficiencias en los desagües, di-
manantes de que el agua de los lavabos rebosa por los sumideros del plato
de ducha, más también el hecho acreditado de haber dado entrada a los
ocupantes de las viviendas antes de concederse la referida calificación defi-
nitiva de las mismas» (Sentencia de 29 de noviembre de 1966, Sala 4.*).

XX. POTESTAD SANCIONADORA.

1. Viviendas de renta limitada.

Vid. XIX, B).

2. Principio ain dubio pro reoy>.

«No existe tampoco una prueba decisiva y concluyente que permita afir-
mar la recepción por parte del recurrente de las 10.000 pesetas, y sin la
existencia de esta prueba, premisa indispensable de toda presunción jurí-
dica, no es posible formar un juicio lógico que excluya toda posible duda
sobre la culpabilidad del acusado, duda que de existir, como existe en el
caso enjuiciado, conduciría a la absolución, por aplicación del principio
pro reo, como ya tiene declarado este Tribunal en jurisprudencia reite-
rada en sentencia de 20 de abril de 1964» (Sentencia de 22 de abril de 1966,
Sala 5.a;.

3. Independencia de la jurisdicción penal y de la potestad adminis-
trativa sancionadora.

«Los fundamentos que tuvo el Ayuntamiento de Madrid al aplicar la
sanción como consecuencia de haber cometido el señor G. N. dos faltas
administrativas comprendidas en los artículos 105, número 3, y 106,. nú-
mero 3, 3.°, del Reglamento de funcionarios de la Administración Local,
no quedan enervados con la sentencia dictada por la Sala de lo Criminal
de la Audiencia de Madrid de 12 de diciembre de 1961, que le absolvió
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del delito de apropiación indebida, y en consecuencia en forma alguna
puede acogerse la pretensión que se formula de que se revoque la senten-
cia dictada por la Sala 2.a de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Territorial de Madrid, que en nada contraría el Ordenamiento jurídico
establecido en la materia, ya que los fundamentos de una y otra jurisdic-
ción, para sancionar y absolver, fueron distintos e independientes cada una
de ellas» (Sentencia de 31 de marzo de 1966, Sala 5.*).

XXI. PRESCRIPCIÓN.

De deudas.

L,a prescripción se interrumpe por las actuaciones administrativas diri-
gidas al cobro de un crédito, aunque luego se anulen por defectos de proce-
dimiento.

«La circunstancia de que se anulasen unas actuaciones por defectos pro-
cesales en su forma no puede dar lugar a que el deudor gane una pres-
cripción a la que falta su esencia, que es el abandono o inacción del acree-
dor durante cinco años» (Sentencia de 27 de abril de 1966, Sala 3.*).

XXII . RÉGIMEN LOCAL.

Vid. XVI, 3 y 6.

XXIII. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

1. Iniciación.

De oficio.
«Siendo la causa determinante del proceder de la Administración un

acuerdo o resolución recaído en otro expediente administrativo, en el que
los hoy recurrentes no han sido parte interesada, ni han sido oídos en el
mismo, ni han podido en él defenderse, es claro que para aquéllos la
orden de cese, revocatoria de la anterior orden de autorización, les ha
venido por conducto estrictamente oficial y ajeno a toda previa actuación
afectante, y por lo que es patente que el actuar administrativo determinante
del cese acordado de esta manera resulta dictado de oficio» (Sentencia de 30
de noviembre de 1966, Sala 4.*).

2. Audiencia.

En alzada.
Vid. XXIV, 1, A).
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3. Motivación.

A) Concepto amplio.

«Si en realidad no resulta procesalmente ortodoxa la original ignavia
que supone la modalidad de hacer simple referencia en una a los razona-
mientos de otra resolución, tampoco cabe, dado el espíritu de la Ley, en-
tender quebrantada la formalidad del procedimiento administrativo» (Sen-
tencia de 28 de marzo de 1966, Sala 4.a-).

B) Del justiprecio.

Necesidad.

Vid. XV, 2, A).

4. Notificación.

A) Insuficiente.

No puede perjudicar al notificado.

«Para hacer prevalecer esta extemporaneidad manifiesta sería necesario
que en la notificación de 10 de marzo citado se hubiera hecho constar ex-
presamente el plazo para interposición de este recurso contencioso-admi-
nistrativo» (Sentencia de 12 de marzo de 1966, Sala 5.A).

B) Errónea.

a) No puede perjudicar al notificado.

«El error en que se hizo incurrir al interesado no puede beneficiar a
la Administración culpable de la desviación procesal» (Sentencia de 12 de
marzo de 1966, Sala 5.*).

b) Superación: admisibilidad del recurso.

Principio de economía procesal.

«Seguido por el interesado el camino que se le marcó a la jurisdicción
administrativa, en lugar de indicársele el de la contenciosa, no puede el
cambio de ruta sugerido por la Administración desembocar en la inadmi-
sibilidad de la reclamación actual, según también se declaró en las sen-
tencias de esta Sala y en observancia estricta del número 3 del artículo 5.°
de la Ley de 27 de diciembre de 1956, sino que procedería en principio
anular lo actuado tras la notificación equivocada para rehacerla en forma;
mas un sentido de economía procesal estribado a la vez en el de conservar
la tramitcaión cuando hubiere de apreciarse permanencia de contenido y a
que se refieren los artículos 50 y 51 de la Ley citada de Procedimiento
Administrativo, llevan a mantener lo actuado» (Sentencia de 26 de marzo
de 1966, Sala 4.").
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5. Los defectos de procedimiento y su relevación de oficio por la juris-
dicción.

A) El examen de oficio de los vicios de nulidad procede, aun en los
casos en que se haya alegado la inadmisibilidad del recurso.

«Es tradicional doctrina elaborada durante el largo período de vigen-
cia del anterior Ordenamiento jurisdiccional, representado por la Ley de 22
de junio de 1952, que se mantiene desde la aplicación del actual sistema
regulado en la Ley de 27 de diciembre de 1956 —artículo 5.° en relación
con los 43 y 83—, la de que cuando entre las cuestiones planteadas, ya por
iniciativa de las partes, ya por apreciación de oficio del propio Tribunal,
figure una atinente a la existencia de defectos sustanciales en las actuaciones
gubernativas que han engendrado los actos recurridos y que proyecten so-
bre éstos tacha de nulidad, su enjuiciamiento debe preceder al de los res-
tantes problemas —incluidas las alegaciones de inadmisibilidad— por el
carácter no sólo preclusivo del examen de fondo de la litis, como de sus
condiciones de inadmisibilidad, sino estar directamente ligado a la obser-
vancia del orden procesal que debe respetarse, lo mismo en la esfera ad-
ministrativa que en la jurisdiccional, y de cuyo respeto han de ser celosos
custodios los Tribunales de esta jurisdicción en el ejercicio de la más pri-
maria faceta de su función revisora» (Sentencia de 20 de noviembre
de 1965, Sala 4.*).

«Tratándose de la denuncia de un defecto formal muy grave, de no
existir éste debe ser desestimado, como más adelante se expondrá, y en el
caso de existir, tratándose de grave infracción del procedimiento produc-
tora de indefensión, es inoperante la admisión o inadmisibilidad de la
petición, ya que propuesta o no, había de ser estimada de oficio por el
Tribunal en virtud de su función revisora y de su deber de velar por la
pureza del procedimiento» (Sentencia de 15 de marzo de 1966, Sala 5.*).

B) Limitación a los actos objeto de recurso.

«La facultad de declarar de oficio la nulidad de los actos sometidos a
revisión jurisdiccional como consecuencia de las tachas procesales que pre-
cedieron a su formulación, ha de ejercitarse con relación a las actuaciones
practicadas en los mismos expedientes originarios de aquellos actos, pero
sin extenderse a las correspondientes a otros, cuya firmeza debe respetarse»
(Sentencia de 28 de abril de 1966, Sala 4.*).
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XXIV. RECURSOS ADMINISTRATIVOS.

1. Ordinarios.

A) De alzada.

El trámite de audiencia.

«Respecto de tales interesados no recurrentes, ni personados en la al-
zada, ni oficialmente conocedores de ella, el mismo escrito promotor del
recurso y los informes y documentos subsiguientes son documentos nue-
vos, que no figuraron en el expediente de la instancia anterior y que deben
ser puestos de manifiesto al interesado no recurrente» (Sentencia de 27 de
abril de 1966, Sala 4.*).

B) De reposición.

Vid. XXV, 7.

2. Extraordinarios y especiales.

El de revisión en materia de propiedad industrial.
Vid. VIII, 1.

XXV. JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA.

1. Naturaleza, extensión y límites.

A) Actos de la Administración sujetos al Derecho administrativo.

a) Ejecución de sentencias penales en su aspecto penitenciario.

Vid. I I , 3.

b) Cuestiones referentes a contratos que tuvieren por finalidad obras
y servicios públicos.

Vid. VI.

c) Cuestiones aparentes a responsabilidad patrimonial de la Admi-
nistración.

Supuesto de incompetencia en materia de aguas.
Vid. XXV, 1, B), a), a').

d) Cuestiones de deslindes administrativos.
Vid. XII, 1.
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B) Cuestiones atribuidas a otras jurisdicciones.

a) A la jurisdicción ordinaria civil.
a') Indemnización en materia de aguas.
«Como el recurrente no tiene acreditada concesión ni inscripción alguna

de aprovechamiento de aguas, no puede exigir del Ministerio de Obras
Públicas que disponga respecto de tercero la indemnización de pretendidos
perjuicios que se ocasionen a sus tierras cultivadas legítimamente para
producir tabaco, por las medidas autorizadas por la Administración en el
desembalse del Pantano de "Gabriel y Galán", sin que sea óbice de los
derechos que le otorgue el artículo 256 de la Ley de Aguas, para poder
ejercitar las acciones concernientes a indemnización de los perjuicios que
a sus tierras pueda ocasionar una Empresa privada ante los Tribunales
ordinarios de Justicia que tengan aquéllos su fundamento en preceptos de
derecho civil y si hubiera habido un enriquecimiento sin causa por parte
de tal Empresa» (Sentencia de 28 de abril de 1966, Sala 3.").

b') Deslinde y propiedad.
a") Zona marítimo-terrestre.
Vid. XII, 2.

b") Montes.
Vid. XII, 3.

c') Tutela civil de las personas.
Vid. X.

b) A la jurisdicción laboral.
Criterio de delimitación respecto de la competencia administrativa.
Vid. IX.

2. Órganos de la jurisdicción.

Su competencia no se altera en la Ley del Suelo.
Vid. XIV, 2, B).

3. Las partes.

Legitimación.

A) Acción pública.
En materia de urbanismo.

Vid. XVI, 2, A).
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B) Interés directo y personal.

a) No basta para impugnar disposiciones generales no aplicables di-
•ectamente.

Vid. I, 1, B), 6), a').

b) No existe en este supuesto.

Clasificación de establecimientos turísticos.

Vid. XVII, 2.

c) No la tienen las Corporaciones representativas de intereses.

«Es objeto del litigio la impugnación de una Orden ministerial de Obras
Públicas por la que quedó confirmada la actuación de la Comisaría de
iguas del Júcar, que publicó anuncios respectivamente relacionados con
Jos expedientes seguidos en solicitud de concesión por distintos intere-
sados, uno para aprovechar aguas públicas con destino industrial y otro
para desecación de terrenos pantanosos, y en los cuales anuncios se exigió
J los peticionarios la presentación de sendos proyectos firmados por un
ingeniero de Caminos, Canales y Puertos y se autorizó la presentación de
proyectos en competencia. La pretensión tiende a que sea admitida la for-
mulación de los mismos por «cualesquiera titulados de la ingeniería civil, y
entre ellos los ingenieros de Montes.

Que para el primer extremo de pedimento es tan clara la falta de legi-
timación por carencia absoluta representativa que no precisa justificarse,
pues el Colegio no representa sino sólo a una especialidad de la ingeniería,
y en cuanto al segundo, es decir, el que dice relación a la Rama de Montes,
precisa observar que quiere apoyarse la legitimación en el artículo 20 de la
Ley de la jurisdicción, para lo que precisa que lo impugnado sea disposi-
ción de carácter general, lo que no son las discutidas decisiones de la Co-
misaría de Aguas, que se dictan en procedimientos concretos, afectando
sólo a los peticionarios que no han reclamado y a los que, mediante el
requisito esencial de presentación de proyectos en competencia, resulten
interesados en los mismos, lo que aquí esto último no se ha dado» (Sen-
tencia de 29 de abril de 1966, Sala 3.*).

C) Representación corporativa.

Vid. I, 1, b), 6').

4. Actos impugnables y no impugnables.

A) Acto no definitivo.

El subordinado a un informe.

«En la parte dispositiva de la resolución se dice que en el escalafón
definitivo del Cuerpo administrativo de delineantes del Instituto Nacional
de la Vivienda debe figurar el recurrente con el número 120 de orden
general y 16 de su categoría hasta tanto se informe por el Consejo de
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Estado acerca de la procedencia o no del reconocimiento de la antigüedat
en la Junta Nacional del Paro del personal procedente de la misma, siendc
evidente por ello la provisionalidad de las resoluciones recurridas, ya que
quedan pendientes de lo que informe el Consejo de Estado» (Sentencia dt
20 de abril de 1966, Sala 5.*).

B) Acto presunto por silencio administrativo.

Vid. II, 2.

C) Disposiciones administrativas.

Vid. II, 1, B).

D) Actos consentidos.

a) A'o lo es un amojonamiento muy alejado en el tiempo del deslinde
que lo autorizaba.

Vid. XII, 3.

b) El aquieiamiento de algunos interesados a un acto no lo hace con-
sentido para quienes lo impugnan.

«El aquietamiento de éstos ante lo resuelto no significa que la Admi-
nistración haya actuado con corrección jurídica, sino un abandono de sus
derechos o dejación de los mismos, que sólo puede traer como consecuen-
cia el lógico perjuicio para quienes incidieron en ello, pero sin que pueda
extenderse tal resultado en orden a quienes recurrieron contra los acuer-
dos que entendieron improcedentes» (Sentencia de 18 de marzo de 1966,
Sala 5.a;.

E) Aclos excluidos de revisión jurisdiccional por la Ley jurisdiccional.

Interpretación restrictiva.
«No se discute en el recurso nada que se refiera a la concesión de la

medalla, sino si la posesión de ella le da derecho al ascenso a General de
Brigada, conforme a la precitada Ley, en la fecha en que, por cumpli-
miento de la edad señalada para el retiro en el Arma de Infantería, de la
cual procede, le hubiere correspondido pasar a dicha situación; por lo
que, circunscrito como queda el ámbito del recurso, conforme a sus pro-
pios y verdaderos términos, es indudable que la inadmisibilidad alegada
por entender que se discute en él la concesión de una recompensa por
méritos de campaña, ha de ser rechazada» (Sentencia de 23 de abril de 1966,
Sala 5.a;.

F) Acto inexistente.

«No existe acto impugnable sobre el que pudiera incidir la actuación
revisora de la Sala, y por otra parte el caso no cabe encuadrarlo en el
artículo 90, párrafo 1.°, del propio Ordenamiento legal que contempla el
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supuesto de que después de interpuesto el recurso contencioso-administra-
tivo la Administración demandada reconozca totalmente en vía adminis-
trativa la pretensión del demandante, toda vez que aquí tal reconocimiento
total se había producido antes de la interposición» (Sentencia de 28 de
abril de 1966, Sala 4.&).

5. Pretensiones de las partes y congruencia del fallo.
A) Concepto de incongruencia.

«Del artículo 43, apartado 1.°, en conexión íntima con el 69, aparta-
do 1.°, y 80 de la Ley jurisdiccional de 27 de diciembre de 1956, como
el 359 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que rige como supletoria, clara-
mente se infiere que señalan el principio procesal de la congruencia que
debe regir en todas y cada una de las resoluciones de los órganos jurisdic-
cionales, acomodándose como viene sancionando con reiteración la doctrina
de este alto Tribunal en el sentido de la decidida conformidad en exten-
sión entre las pretensiones formuladas por las partes precisamente en los
suplióos de los escritos fundamentales de los litigios, por lo que queda
trabado el cuasi-contrato de litis-contestatio y los fallos de las sentencias
con la sola salvedad de ser posible la determinación y aclaración de las
normas jurídicas aplicables por distintos fundamentos que los escogidos
por los litigantes, dado que no cabe restringir la actividad del juzgador en
cuanto a ellas, por aplicación del aforismo jura no- vit curia. Por consi-
guiente, el simple cambio de punto de vista jurídico, respetando, como es
natural, los hechos alegados y sin atentar a la causa de pedir, es facultad
que aun en los sistemas más vinculados al principio dispositivo se atribuye
al juzgador; ahora bien, por lo expresado, y ya dentro de esta jurisdicción,
está sujeto aquél en todo evento a constreñirse, a lo que esos textos legales
de mérito ordenan, y para ello se ponderarán los demás de discusión, sin
que puedan descomponerse en la parte dispositiva de la sentencia las cues-
tiones planteadas y decididas para introducir pronunciamientos que no
correspondan a pedimentos y decisiones, aunque sean de menor trascen-
dencia en sus efectos, pues de incidirse en esto, entonces se cristaliza la
incongruencia que hace viciosa aquélla, quitándola todo valor legal en lo
que atañe a ese defecto productor, que bien puede ser por exceso de poder,
o por omisión de pronunciamientos, o por falta de precisión o claridad,
consistiendo lo primero, que es lo que únicamente aquí interesa, en que el
órgano a quo resuelve algo que está fuera de los escritos fundamentales de
la litis, o ejercita deficientemente su actividad en relación con la llamada
identificación de acciones, o cuando falla en favor o en contra de personas
no intervinientes en las actuaciones, o, finalmente, decidiendo cosa distinta
<le la pedida, modificando la causa petendi» (Sentencia de 14 de abril
de 1966, Sala 4.*).

B) Imposibilidad de referirse a actos que no fueron objeto de recurso.

Vid. XXIII, 5, B).
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C) Limitaciones impuestas por el carácter revisor de la jurisdicción,

«Habiéndose limitado el repetido Ministerio en sus resoluciones ahora
impugnadas a declarar y reiterar su incompetencia para conocer sobre las
indicadas reclamaciones, sin entrar, por consiguiente, a ponderarlas, no es
posible el presente proceso resolver cuestiones distintas, cual pretende la
demanda, por la evidente razón de falta de correspondiente acto de la Ad-
ministración sobre ellas, requisito indispensable para el ejercicio de la
potestad revisora que nos compete. Y es por esto que de no estimarse
procedente en Derecho dicha declaración de imcompetencia, no cabría
otra determinación que la de retornar el expediente administrativo a su
procedencia a efectos de pronunciamiento sobre la cuestión básica que lo
originó» (Sentencia de 27 de abril de 1966, Sala 3.").

6. Ampliación del recurso.

Posibilidad de hacerlo en la propia demanda.
Principio «.favor actionisy.
«Aun cuando en la práctica normalmente se exige que la ampliación

de las actuaciones jurisdiccionales se formulen mediante escrito individua-
lizado con anterioridad a formularse la demanda, no existe precepto legal
determinante del tal escrito requisito, bastando que se deduzca la petición
en cualquier forma, dado el criterio espiritualista que inspira la Ley regu-
ladora de esta jurisdicción si se cumplen las circunstancias requeridas por
el artículo 46 de ella para la ampliación de las acciones deducidas y que
son que los nuevos actos administrativos se hubieran producido antes dé
formalizarse la demanda, guarden relación con los impugnados y se soli-
cite dentro del plazo de dos' meses de su notificación» (Sentencia de 14 de.
marzo de 1966, Sala 5.aj.

7. Diligencias preliminares.

El recurso de reposición.

A) Concepto amplio de recurso de reposición.

«Cuya petición no puede tener otra significación que la que el propia
Gobierno Civil la atribuyó; presentación en término hábil del preceptivo
recurso de reposición, ya que éste existe siempre que se pide en cualquier
forma la alteración, modificación o condenación del acto administrativo»
(Sentencia de 17 de marzo de 1966, Sala 5*).

B) Subsanación del recurso de reposición.

a) Interpretación amplia.
«Este Tribunal había concedido el término de diez días para subsanar

el no haber formulado la reposición, providencia que fue notificada al
Abogado del Estado y consentida por éste, y finalmente es doctrina reite-
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rara de esta Sala que el artículo 129 de la Ley permite la subsanación del
defecto durante la tramitación, y subsanado no. cabe aceptar la inadmisibi-
lidad amparada en los apartados G) y E) del mencionado artículo 82» (Sen-
tencia de 11 de noviembre de 1965, Sala 4.a').

b) Interpretación restrictiva.
«Si bien el artículo 129, párrafo 3.°, de la Ley jurisdiccional permite

subsanar el defecto procesal consistente en no haberse interpuesto recurso
de reposición cuando sea preceptivo, de su texto se infiere que la subsa-
nación carece de viabilidad en el supuesto que se haya justificado dicho
recurso previo, pero después de transcurrido el plazo de un mes que al
efecto señala el artículo 52 de la Ley de jurisdicción, al que hace expreso
reenvió el 126 de la de Procedimiento Administrativo, como así lo enten-
dieron y declararon las sentencias de esta Sala de 16 y 23 de marzo de 1964,
la primera de las cuales expresa de modo terminante que ello no supone
tratamiento de privilegio para el que no pide en absoluto reposición res-
pecto del que lo hace fuera de plazo, sino simplemente tratamiento dis-
tinto impuesto por la letra del precepto que "debe ser observado y cum-
plido en tanto perdure su vigencia", según manifiesta la sentencia de la
Sala 5.a de 28 de junio de 1963» (Sentencia de 18 de marzo de 1966,
Sala 4.»).

8. Demanda.

A) Posibilidad de ampliar en ella el recurso.

"' Vid. XXV, 6.

B) Defecto en el modo de proponer la demanda.

Principio' «favor actionisy>.
«La indudable imperfección técnica que cabe observar en la sistema-

tización de la demanda no lleva a empeñar la percepción de cuáles son
los hechos que se trata de establecer y cuál la invocación de preceptos en
que el derecho de la parte pretende ampararse, con lo que resulta plausi-
ble la «aceptación por la Sala de la inadmisibilidad que se solicitara»
{Sentencia de 12 de abril de 1966, Sala 4.&).

9. Documentos: su presentación.

Principio «favor actionis».
«La pretendida falta de requisitos de forma, que el Abogado del Es-

tado califica respecto a la demanda de este recurso, en base de que algu-
nos documentos no están extendidos en el papel sellado correspondiente
con arreglo a la Ley del Timbre, y que alega ser causa de inadmisibilidad
con arreglo al artículo 82, letras f) y g), carece de virtualidad suf'c'ente a
los efectos que se pretende invocarlo, pues se trata de defecto accidental y
fácilmente subsanable con arregló al espíritu del Ordenamiento, expresivo
del mayor alejamiento posible respecto del manierismo formalista de que
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la Ley fluye y que en el proemio de la misma se declara» (Sentencia de II
de marzo de 1966, Sala 4.&).

10. Sentencia.

A) Congruencia.

Vid. XXV, 5.

B) Facultades de oficio de carácter revisor.
. a) Defectos de competencia,

«La competencia es de orden público y los efectos invalidatorios que su
falta determina en los actos emanados de órgano incompetente pueden ser
relevados de oficio por los Tribunales de esta jurisdicción» (Sentencia de
22 de febrero de -1966, Sala 4.a;.

b) Defectos de procedimiento.
Vid. XXIII, 5.

C) Sentencia contradictoria.

«La sentencia del Tribunal de Instancia que se impugna en cuanto de-
clara revocada la licencia' de apertura a que se refieren los Decretos de 17
de enero y 13 de mayo de 1963, del Alcalde Presidente del Ayuntamiento
de esta villa, con resarcimiento de daños y perjuicios que se causen a su
titular por esta medida, está en abierta pugna y contradicción con lo
declarado primeramente de ser nulos por contrarios a derecho tales acuer-
dos» (Sentencia de >14 de abril de 1966, Sala 4.a;.

11. Recursos.
Improrrogabüidad de plazos.
La única excepción, el recurso extraordinario del artículo 102, LJ.
«Como quiera que frente a la regla general de prorrogabilidad de tér-

minos que enuncia el artículo 306 del Ordenamiento rituario civil, el ar-
tículo 121, que pauta los trámites del contencioso-administrativo, formula
el principio contrario de improrrogabilidad absoluta, precisando con valor
expresivo que una vez transcurridos se tendrá por caducado el derecho
y por perdido el recurso que hubiere dejado de utilizarse a tiempo, es
evidente que cae por su base cualquier argumento apoyado en la vigencia
supletoria de un precepto ajeno que tiene en la normativa propia su co-
rrelativo de signo antagónico, doctrina que esta Sala ha referido tanto al
discurso previo de reposición (sentencias de 27 de febrero y 30 de marzo
de 1963) como el contencioso-administrativo y el de apelación (sentencias
de 20 de marzo y 3 de octubre de 1964), con criterio coincidente con el
de la 3.a (sentencia de 13 de junio de 1959) y el de la 5.a (sentencia de 17
de enero de 1961), sin que la discrepancia que respecto del mismo signifi-
que la sentencia de esta última Sala de 18 de febrero de 1964 tenga otro
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alcance que el de posibilitar, en su caso, el recurso extraordinario de
revisión, conforme al artículo 102, apartado 6) de la Ley jurisdiccional,
no siendo por otra parte de atinente cita la de 11 de abril del propio
año, ya que la referencia que contiene respecto del artículo 305 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil alude al primer párrafo, en cuanto complemen-
tario del sistema de cómputo que establece el artículo 7.° del Código civil
y no el 2.°» (Sentencia de 18 de marzo de 1966, Sala 4.*).

12. Improrrogabilidad de plazos.

Vid. XXV, 11.

XXVI. RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN.

Inexistencia.

Vid. XXV, 1, B), o), a').

SALVADOR ORTOLÁ NAVARRO.
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